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Temas: 

          DERECHO A LA SALUD / USO DE DISPOSITIVO PARA OXIGENOTERAPIA EN DOMICILIO / INCREMENTO EN CONSUMO ENERGÍA NO ES DESPROPORCIONADO / CONFIRMA / IMPROCEDENTE. Surge de las anteriores pruebas que desde el momento en que se instaló el tantas veces mencionado dispositivo eléctrico, no hubo un incremento desproporcionado del consumo de energía; al contrario, para los meses de agosto y septiembre el valor de la factura por ese servicio público presentó mínimas variaciones y fue menor respecto de meses anteriores como el de mayo, en el cual, como ya se vio, no se había empezado a utilizar el concentrador de oxígeno.
(…)
De todas formas, como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al  respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. En este caso, tal como lo concluyó la juez de primera instancia, no existe prueba de que la accionante haya acudido a la Nueva EPS para que reemplazara el método en que se prestan las oxigenoterapias.

Surge de lo anterior que ninguna actividad se ha desplegado para obtener lo que pretende sea decidido por medio de esta acción constitucional y por tanto, la entidad accionada tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.
(…)

En cuanto a la pretensión subsidiaria relativa al reintegro de los sobrecostos de la factura de energía causados por la utilización del concentrador del oxígeno, baste decir, para no acceder a esa petición, que dicho incremento del consumo de luz quedó desvirtuado y que, tal como lo concluyó la funcionaria de primera sede, la acción de tutela no procede para obtener devolución de dinero
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Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo catorce (14) de dos mil dieciocho (2018)  

Acta No. 078 del 14 de marzo de 2018

Expediente No. 66001-31-10-003-2018-00004-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la señora Gloria Janeth García Arias, agente oficiosa de LAT, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 24 de enero último, en la acción de tutela que instauró la recurrente contra la Nueva EPS, a la que fue vinculada la Empresa de Energía de Pereira SA ESP.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Su progenitora LAT tiene sesenta y siete años de edad y sufre de varias patologías, entre ellas la enfermedad pulmonar obstructiva crónica -EPOC-.
1.2 Debido a ese diagnóstico, su médico tratante le ordenó “permanecer con oxígeno a 3 litros por minuto las 24 horas… los siete días a la semana de forma ininterrumpida y permanente indefinidamente”. 
1.3 Sin embargo, la Nueva EPS solo procedió a entregarle el concentrador de oxígeno eléctrico y dos pipas de tres metros como reserva, luego de interponer acción de tutela y de ser sancionada por negarse a brindar ese servicio.
1.4 La utilización del citado concentrador ha incrementado hasta en un 70% el consumo de energía, “teniendo al día de hoy que pagar como promedio el valor de… $200.000”, suma que afecta de forma considerable sus recursos económicos al punto que se ha visto en dificultades para costearla y ha tenido hasta orden de suspensión de tal servicio público.

1.5 Su progenitora, quien además de su avanzada edad sufre de asma, SAHOS, diabetes, hipertensión, hipotiroidismo, trastorno depresivo ansioso, cardiopatía isquémica y osteoporosis, carece de ingresos, por lo cual ella la sostiene económicamente, pero su sueldo no alcanza para ese fin. Así mismo, a la fecha se encuentra desempleada y el salario que percibía era de un mínimo legal mensual. Las necesidades básicas de aquella, constan del arriendo de la casa en que ambas residen, por valor $620.000, y servicios públicos, por $400.000, fuera de los gastos de alimentación, que también son elevados teniendo en cuenta el cuadro clínico de su madre. 
2. Considera vulnerados los derechos a la vida digna, al mínimo vital y a la salud. Para su protección, solicita se ordene a la Nueva EPS: a) cambiar de manera urgente el concentrador de oxígeno por pipetas y garantizar el suministro continuo de la “bala de transporte” de oxígeno para consultas médicas, así como “todo lo relacionado con las salidas por su delicado estado de salud”, sin que se genere ningún costo. En subsidio, se reconozcan y reintegren los sobrecostos facturados por el servicio de energía, por la utilización de aquel dispositivo y b) prevenirla para que en lo sucesivo preste la atención médica necesaria. 

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 12 de enero último se admitió la tutela, se decretaron pruebas y se ordenó la vinculación de la Empresa de Energía de Pereira.
2. En el trámite de la primera instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Nueva EPS, por medio de apoderado, expresó que: a) es improcedente la solicitud de oxígeno en bala, ya que se ha brindado la atención que requiere la paciente para el manejo de sus enfermedades; b) el método idóneo para tratar el EPOC es administrar oxígeno de forma suplementaria; c) en este caso, para garantizar ese tratamiento, se le suministró a la accionante, en calidad de préstamo, el concentrador de oxígeno, que es un dispositivo que por vía de electricidad es capaz de suministrar tal elemento químico. Agregó que según evoluciones previas, su consumo de energía es equivalente al de dos bombillas encendidas al mismo tiempo y que respecto de las balas de oxígeno presenta mayor seguridad, pues disminuye los riesgos de explosión y es más cómodo para los desplazamientos; d) el origen de la acción de amparo es netamente económico, pues no se alega falta de prestación del servicio y si bien se incrementó el valor del servicio de energía por la utilización de aquel artefacto, este no es tan significativo como para afectar su mínimo vital. Además, se dejó de acreditar que el aumento del consumo del luz tenga relación directa con su uso; e) en cuanto al suplemento nutricional, que dice fue pedido, debe ser tramitado por la plataforma NO PBS, cada vez que se prescriba; f) como ningún servicio de salud ha sido negado a la actora y la tutela es improcedente para proteger hechos futuros e inciertos no se puede acceder a la solicitud del tratamiento integral.
Pidió negar las pretensiones de la acción de tutela o, de acceder a ellas, facultarla para ejercer el recobro de los servicios no cubiertos en el POS ante el Fosyga.
2.2 La representante legal de la Empresa de Energía de Pereira manifestó que: a) según el Sistema de Administración Comercial -SAC-, la señora Gloria Janeth García Arias es usuaria de la matrícula No. 770586 en la que se presta el servicio público domiciliario de luz al inmueble ubicado en la carrera 5º No. 17-61, apartamento 401, de Pereira. También, que el 19 de abril de 2017, con ocasión a la reclamación verbal interpuesta por la citada señora, se realizó visita técnica a ese inmueble cuyo resultado fue “medidor en buen estado, no registra fuga… consumo promedio para este mes 186 kwh”; formuló recurso de reposición, y en subsidio apelación contra la decisión No. 4375058. En primera instancia se negó la reposición y a la fecha        se encuentra pendiente de resolver el otro recurso; b) hasta el momento ninguna información se ha recibido respecto a que en aquel predio resida permanentemente un paciente oxígeno dependiente, circunstancia relevante para la entidad que representa pues con fundamento en ella se puede clasificar el hogar dentro aquellos a los que no se puede suspender el servicio de energía. Sin embargo, teniendo en cuenta los hechos relatados en la acción de tutela y las pruebas aportadas con ella, la Empresa a ello procedió para no poner en riesgo la vida de la accionante; c) de conformidad con su base de datos, el promedio de consumo de la vivienda de la demandante es de 181 kilovatios, el cual solo fue excedido en los meses de noviembre y diciembre de 2017, incremento que no se considera desproporcionado y que obedece más bien a la actualización del dinero en el tiempo; d) como quiera que no ha vulnerado derecho alguno de la actora, carece de legitimación en la causa por pasiva y e) luego de citar normas y jurisprudencia relativas a la prestación del servicio público domiciliario de energía, indicó que en este caso no se encuentra probada la capacidad económica de la accionante y que, de todos modos, es posible suministrar el oxígeno por medios más económicos.

Pidió se declara improcedente la tutela frente a esa entidad y se ordene a la Nueva EPS brindar a la actora pipas de oxígeno domiciliario, con función manual y no eléctrica.
3. Mediante sentencia del 24 de enero pasado, el Juzgado Tercero de Familia declaró improcedente el amparo y desvinculó a la Empresa de Energía de Pereira.
Para decidir así, estimó que de conformidad con lo informado por la citada Empresa de Energía, el consumo de luz promedio del hogar de la accionante es de 181 kilovatios, el que solo se excedió para los meses de noviembre y diciembre de 2017, incremento que no se considera desproporcionado; también, que el 19 de abril de 2017, elevó reclamación a esa entidad por el alto consumo de energía, es decir que ese aumento no tiene relación directa con el uso del concentrador de oxígeno, pues este fue entregado en el mes de julio siguiente.
Agregó que de conformidad con las pruebas aportadas, ya se había acudido a este medio constitucional y mediante fallo se ordenó la entrega de oxígeno y el tratamiento integral de la accionante. Es decir, que ha debido proceder la promotora de la acción a solicitar el cambio del método en que se brindan las oxigenoterapias a la Nueva EPS y si esta se negaba a hacerlo, iniciar los trámites para cumplimiento de la sentencia judicial.
Frente a la solicitud de reintegro del valor que por concepto de incremento del servicio de energía se canceló, la tutela es inviable, de acuerdo con la sentencia T-379 de 2015, en la que se dice que para ese efecto se deben promover las acciones ordinarias respectivas. 

4. La promotora de la acción impugnó el fallo. Expresó que no es cierto lo afirmado por la entidad demanda acerca de la entrega efectiva de los servicios de salud que requiere su progenitora, ya que se le han impuesto dos sanciones por el incumplimiento en la entrega de las balas de oxígeno. De otro lado, insistió que el uso del concentrador de oxígeno ha generado un aumento del 70% en el consumo de energía y, como consecuencia, su valor, ya que si para el mes de enero de 2017 pagó $140.000 ahora debe cancelar $200.000. Así mismo, que su progenitora carece de ingresos y por tanto debe garantizarle sus necesidades básicas con su salario, el que, además de ser insuficiente para esos efectos, empezará a devengar desde el mes de febrero de este año, pues suscribió contrato de prestación de servicios a partir del mes de enero anterior. Lo anterior puede generar la suspensión del servicio de luz, situación que sería grave para el tratamiento de salud que se viene prestando.
Solicita se acceda a las pretensiones de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar: a) si procede la acción de tutela para ordenar a la Nueva EPS el reemplazo del concentrador de oxígeno, por pipetas, garantizar el suministro de la “bala de transporte” para consultas médicas, así como “todo lo relacionado con las salidas por su delicado estado de salud” y para prevenir a ese entidad a fin de que suministre la atención médica requerida por la señora LAT; b) en caso negativo, si procede para reconocer el reintegro de los sobrecostos del servicio de energía, generados por la utilización de aquel dispositivo y c) si se presentó el fenómeno de la cosa juzgada.

3. Para empezar por esto último, es necesario señalar que la promotora de la acción, al formular la tutela y el recurso de impugnación contra la sentencia de primera instancia, alegó que ya había acudido a este medio para obtener se ordenara a la entidad accionada proporcionar las oxigenoterapias domiciliarias que requiere su progenitora. Además, aportó copia de las siguientes piezas procesales: a) de la sentencia proferida el 24 de agosto de 2017, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, que concedió la tutela solicitada en nombre de la señora LAT y le ordenó a la Nueva EPS suministrarle “oxigeno (sic) domiciliario 24 horas diarias de forma indefinida, para ello se requiere concentrador de oxigeno (sic) de 5 litros, bala de oxigeno (sic) de la grande por daños en el equipo o falta de energía, bala de oxigeno (sic) de transporte para acudir a consultas”, y garantizarle la atención integral para el manejo de su enfermedad pulmonar obstructiva crónica -EPOC-. Según los antecedentes consignados en esa providencia, la señora GAT considera que la demandada lesionó los derechos de su progenitora al no garantizarle adecuadamente el servicio de oxígeno domiciliario y pretende se cumpla aquella orden médica, se preste el tratamiento integral, se concedan viáticos y se exonere de copagos y cuotas moderadoras
 y b) de la sentencia de segunda instancia, proferida por la Sala Penal de este Tribunal Superior, por medio de la cual se adicionó la de primera, en el sentido de ordenar a la entidad demandada se abstuviera de realizar esos últimos cobros y autorizara el servicio de ambulancia para asistir a citas médicas, exámenes y procedimientos en los municipios de Pereira y Dosquebradas o entregue el equivalente en dinero de ese transporte
.  
Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues las instauró la señora Gloria Janeth García Arias, en nombre de LAT, contra la Nueva EPS y comparten similares pretensiones, las relativas al suministro de la bala de transporte para desplazarse a consultas médicas, los gastos de desplazamiento y el suministro de la atención médica que requiera la paciente.
El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”

En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en similares hechos y pretensiones, no puede deducirse que la promotora de la acción haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a una medida reiterada para obtener la prestación adecuada del servicio de salud de su progenitora, pues además de que en la presente plantea otros reproches por esa situación, está acreditado que ha acudido a la figura del incidente de desacato, por el incumplimiento de aquellos fallos judiciales, en sendas ocasiones
.
En estas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de parte de la peticionaria, la tutela debe ser declarada improcedente, por cosa juzgada, respecto de las pretensiones dirigidas a obtener la entrega de la bala de transporte para desplazarse a consultas médicas, los gastos de desplazamiento y el suministro de la atención integral de la accionante para el manejo de la enfermedad pulmonar que la aqueja.

4. En atención a las restantes pretensiones de la demanda, dirigidas a ordenar el reemplazo del concentrador de oxígeno por pipetas o, en subsidio, el reconocimiento del reintegro de los sobrecostos del servicio de energía, originados por el uso de aquel dispositivo, no fueron objeto de debate en la primera acción de tutela promovida, la Sala debe entonces pronunciarse sobre la procedencia de las mismas. 
5. En lo relacionado con el cubrimiento de gastos relacionados directamente con la prestación del servicio de salud, específicamente el pago del servicio público de energía de los pacientes que requieren oxigenoterapias, la Corte Constitucional ha reiterado
:

“… la jurisprudencia nacional ha considerado que la accesibilidad económica (i) impone la consideración de la capacidad económica del paciente con el fin de garantizar que el acceso al servicio de salud de los usuarios de menores recursos no sea obstaculizado a través de la imposición de cargas económicas que resultan desproporcionadas en comparación con las cargas soportadas por los usuarios que sí pueden sufragar el costo del servicio, y al mismo tiempo, (ii) prohíbe que las entidades de salud no hagan nada para superar esa dificultad.

4.2.3. Del mismo modo, esta Corporación ha considerado que un gasto médico es desproporcionado o no soportable si, aun cuando el usuario      tiene recursos económicos, asumir este costo rompe el equilibrio económico familiar y pone en peligro el acceso mismo al servicio de salud o compromete la satisfacción de las demás obligaciones personales, familiares y económicas del presupuesto ordinario del accionante que constituyen “otras garantías 
constitucionales o necesidades vitales”.

4.2.4. Ahora bien, la jurisprudencia constitucional se ha pronunciado sobre el suministro de oxígeno domiciliario en casos en los que la falta de capacidad 
económica del actor hace que el costo del oxígeno impida su acceso a este medicamento y le impone un costo no soportable.
…
4.2.9. En síntesis, esta Corporación ha tutelado el derecho a la salud de personas de la tercera edad que requieren oxígeno domiciliario cuando su falta de capacidad económica les impide asumir el costo de la electricidad consumida por un generador, por cuanto la decisión de la entidad prestadora del servicio de salud de suministrar oxígeno mediante concentrador y no en pipetas vulnera la accesibilidad económica al servicio de salud y el principio de los gastos soportable al descargar los costos del servicio en un paciente en situación de debilidad manifiesta y sin la capacidad económica para costear el tratamiento.”
6. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

6.1 Mediante decisión No. 4375052 del 21 de abril de 2017, la Empresa de Energía de Pereira resolvió no acceder a la reclamación elevada por la señora Gloria Janeth García Arias relacionada con “el alto consumo de la facturación” que por el servicio de luz se presta en el inmueble ubicado en la carrera 5º No. 17-62, apartamento 401, con sustento en que no existe error en la lectura del cálculo de consumo real de energía entre los meses de noviembre y diciembre de 2016 y enero, febrero y marzo de 2017 y según la visita técnica realizada se obtuvo que el medidor se encuentra en buen estado y no registra fuga
.
6.2 Frente a esa determinación la citada señora formuló recurso de reposición, en subsidio apelación, al considerar que el valor de la factura de energía en su vivienda, que ascienda a $175.000, “es supremamente alto para (3) tres personas que habitamos el apto.” Solicitó se demuestre a qué se debe ese incremento el cual “cada mes aumenta sin justa causa”
.
6.3 El 7 de junio de 2017 se resolvió no reponer aquella decisión
 y, según lo manifestado por la Empresa de Energía, aún se encuentra pendiente de pronunciamiento el recurso de apelación.
6.4 Las facturas del servicio público de energía de aquel inmueble
 y el reporte suministrado por la citada entidad de servicios públicos
 demuestran que el costo del suministro de luz por cada mes del año pasado, es el siguiente: a) enero $150.478; b) febrero $155.429; c) marzo $141.826; e) abril $164.344; f) mayo $175.875; g) junio $169.674; h) julio $248.334; i) agosto $162.062; j) septiembre $170.628; k) octubre $162.292; l) noviembre $162.322 y m) diciembre $199.878.   
6.5 Aunque no se tiene prueba de la fecha exacta en que se instaló el concentrador de oxígeno eléctrico en la vivienda de la demandante, de las copias de las providencias dictadas por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad en la primera acción de tutela, a la cual ya se hizo referencia, se puede concluir que ese hecho acaeció entre agosto y septiembre de 2017, ya que en el primero de esos meses se produjo la sentencia por medio de la cual se ordenó la entrega de ese aparato, entre otros servicios de salud, y en el segundo se resolvió sancionar por desacato a la entidad accionada al no brindar la bala de oxígeno de repuesto para cuando existiera daños en aquel equipo o falla de energía
, es decir que para este último momento el citado dispositivo ya se encontraba funcionando.   

7. Surge de las anteriores pruebas que desde el momento en que se instaló el tantas veces mencionado dispositivo eléctrico, no hubo un incremento desproporcionado del consumo de energía; al contrario, para los meses de agosto y septiembre el valor de la factura por ese servicio público presentó mínimas variaciones y fue menor respecto de meses anteriores como el de mayo, en el cual, como ya se vio, no se había empezado a utilizar el concentrador de oxígeno.  
De igual forma, quedó demostrado que la promotora de la acción, desde antes de que se produjera aquel hecho, había manifestado a la Empresa de Energía de Pereira su inconformidad con el valor que debía pagar por el servicio de luz, lo que corrobora que el gasto de energía del aparato concentrador no es el causante del consumo exagerado de luz, que dice se produce en su hogar.   
En estas condiciones, no se puede acceder a la solicitud de cambio del concentrador de oxígeno por pipetas de ese mismo elemento, ya que en este caso se incumplen las reglas jurisprudenciales transcritas, pues se demostró que el gasto que se debe asumir para el uso de ese aparato médico no es desproporcionado. Y aunque la agente oficiosa de la accionante indicó que carecía de recursos económicos para pagar ese servicio público domiciliario, cabe recordar que según lo informó la Empresa de Energía de Pereira, su caso fue clasificado entre el grupo de hogares a los cuales no se les puede suspender ese servicio público domiciliario para proteger la vida de la paciente oxígeno-dependiente, a lo que se procedió al conocer de la acción de tutela, pues ninguna petición se había elevado al respecto por la interesada, es decir que la falta de pago por tal servicio no constituye un obstáculo para aquella prestación médica. De igual forma, si bien la citada señora manifestó en el transcurso de la primera instancia que se encontraba desempleada, en el recurso de impugnación, señaló que desde el mes de febrero de este año, volvería a devengar salario, lo que significa que para este momento cuenta con una fuente de ingresos. 
De todas formas, como se ha reiterado por la jurisprudencia constitucional, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al  respecto; de obviarse ese trámite, se estaría dando por sentado que la administración no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. 

En este caso, tal como lo concluyó la juez de primera instancia, no existe prueba de que la accionante haya acudido a la Nueva EPS para que reemplazara el método en que se prestan las oxigenoterapias.

Surge de lo anterior que ninguna actividad se ha desplegado para obtener lo que pretende sea decidido por medio de esta acción constitucional y por tanto, la entidad accionada tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Sobre el aspecto que se analiza resulta válido citar un pronunciamiento de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia en el que expresó:

“La salvaguarda es improcedente si quien la interpone no ha acudido a las autoridades censuradas para poner de presente su reclamo, pues, como lo ha indicado la jurisprudencia, las controversias en torno a las determinaciones de la administración deben discutirse ante la institución que las emitió o en la jurisdicción correspondiente, antes de suplicar resguardo por esta vía…”

Así las cosas, la tutela también incumple el presupuesto de la subsidiariedad.

8. En cuanto a la pretensión subsidiaria relativa al reintegro de los sobrecostos de la factura de energía causados por la utilización del concentrador del oxígeno, baste decir, para no acceder a esa petición, que dicho incremento del consumo de luz quedó desvirtuado y que, tal como lo concluyó la funcionaria de primera sede, la acción de tutela no procede para obtener devolución de dinero.  
9. Se confirmará entonces la sentencia impugnada, que declaró improcedente el amparo.
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E   : 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el pasado 24 de enero último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Gloria Janeth García Arias, agente oficiosa de LAT, contra la Nueva EPS.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





DUBERNEY GRISALES HERRERA





(Con aclaración de voto)





EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 32 a 39 cuaderno No. 1


� Folio 42 a 46 cuaderno No. 1


� Sentencia T-001 de 2016


� Sentencia T-1103 del 28 de octubre de 2005. M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.





� Ver documentos aportados con el recurso de impugnación, los cuales no se encuentran foliados


� Sentencia T-501 de 2013, M.P. Mauricio González Cuervo


� Ver las sentencias T-709 de 2011 y T-989 de 2012, entre otras.


� Sentencia T-199 de 2013. Al respecto ver también las sentencias SU-819 de 1999,  T-884 de 2004, T-223 de 2006, T-834 de 2011, entre otras.


� Al respecto también pueden verse, entre otras, las sentencias T-1091 de 2004, T-970 de 2008,  y T-079 de 2009.


� Folios 66 a 70 cuaderno No. 1


� Folio 72 cuaderno No. 1


� Folios 74 a 78 cuaderno No. 1


� Ver documentos anexos al escrito de impugnación, los cuales carecen de foliatura


� Folios 59 a 64 cuaderno No. 1


� Ver documentos anexos al escrito de impugnación, los cuales carecen de foliatura


� Sentencia de tutela de 27 de noviembre de 2013. MP: Fernando Giraldo Gutiérrez. 
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